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							  1960

							
					  	
						Creación del Consejo Nacional de Desarrollo (CONADE).

							
					  

						
								
							  1961

							
					  	
						Lanzamiento de la Alianza para el Progreso.
Firma del Tratado de Uruguayana entre Argentina y Brasil.

							
					  

						
								
							  1962

							
					  	
						29 de marzo. Deposición de Frondizi, asume José María Guido como presidente.

							
					  

						
								
							  1963

							
					  	
						12 de octubre. Asunción de Arturo Illia como presidente.

							
					  

						
								
							  1964

							
					  	
						Reunión de Alta Gracia, preparatoria para la organización de la Primera Conferencia de las Naciones Unidas sobre Comercio y Desarrollo.

							
					  

						
								
							  1966

							
					  	
						28 de junio. Dictadura militar. Revolución Argentina, asume la presidencia el general Juan Carlos Onganía. 

							
					  

						
								
							  1969

							
					  	
						29 de mayo. «Cordobazo».

							
					  

						
								
							  1970

							
					  	
						18 de junio. Asunción del presidente de facto, el general Roberto Marcelo Levingston, en reemplazo del general Onganía.

							
					  

						
								
							  1973

							
					  	
						22 de marzo. Asunción del presidente de facto, el general Alejandro Agustín Lanusse, en reemplazo de Levingston.
25 de mayo. Asunción de Héctor J. Cámpora como presidente.
20 de junio. Masacre de Ezeiza ocurrida durante el retorno de Juan Perón a la Argentina.
13 de julio. Asunción de la presidencia de la Cámara de Diputados por parte de Raúl Lastiri, luego de la renuncia de Cámpora.
12 de octubre. Juan D. Perón asume la presidencia por tercera vez. Ingreso de Argentina al Movimiento de Países no Alienados.

							
					  

						
								
							  1974

							
					  	
						1 de julio. Muerte de Perón, presidencia de María Estela Martínez.

							
					  

						
								
							  1975

							
					  	
						Profundo ajuste económico conocido como «Rodrigazo».

							
					  

						
								
							  1976

							
					  	
						24 de marzo. Dictadura militar (Proceso de Reorganización Nacional, Jorge Rafael Videla). Plan económico de José Alfredo Martínez de Hoz.

							
					  

						
								
							  1977 

							
					  	
						Laudo Arbitral por el canal de Beagle.

							
					  

						
								
							  1980 

							
					  	
						Acuerdo con Brasil para el uso pacífico de energía nuclear.
Se crea la Asociación Latinoamericana de Integración (ALADI).

							
					  

						
								
							  1982

							
					  	
						Abril-junio. Guerra de las Malvinas.

							
					  

						
								
							  1983

							
					  	
						Diciembre. Restablecimiento de la democracia. Presidencia de Raúl Alfonsín.

							
					  

						
								
							  1985

							
					  	
						Argentina, Brasil, Perú y Uruguay crean grupo de apoyo a Grupo Contadora.

							
					  

						
								
							  1989

							
					  	
						9 de julio. Primera presidencia de Carlos Saúl Menem.
Comienza el periodo de hiperinflación que durará hasta 1990.

							
					  

						
								
							  1991

							
					  	
						Plan de convertibilidad y renegociación de la deuda externa. 
Plan Brady.
Firma del Tratado de Asunción, que crea el Mercosur.

							
					  

						
								
							  1992

							
					  	
						Atentado a la embajada de Israel.

							
					  

						
								
							  1994 

							
					  	
						Atentado a la Asociación Mutual Israelita Argentina (AMIA).

							
					  

						
								
							  1997 

							
					  	
						Argentina ingresa en la OTAN como aliado externo.

							
					  

						
								
							  2001

							
					  	
						20 de diciembre. Renuncia del presidente Fernando de la Rúa. Saqueos, movilizaciones y represión. Acefalía presidencial.

							
					  

					
				

		  

		

	
		
			
				Las claves del periodo

				Mariano Ben Plotkin

				 

				 

				 

				 

				¿Cómo escribir la historia reciente? Todos los autores del presente volumen tenemos memoria propia de buena parte de los hechos que nos toca contar, ocurridos en un periodo particularmente complejo (y diríamos traumático) de la historia argentina. Algunos han tenido incluso algún grado de protagonismo en los avatares de la política y la cultura de los últimos años. La tarea de construir una narrativa histórica en una situación como ésta se vuelve particularmente compleja. ¿Cómo tornar compatible lo que uno leyó o investigó sobre ciertos temas con los recuerdos propios cargados, inevitablemente, de un importante peso afectivo? En otras palabras, ¿cómo articular memoria e historia? Escribir la historia consiste en construir una narración sobre hechos del pasado a partir de algunos métodos que, de manera más o menos pretenciosa, pueden ser caracterizados como «científicos». La memoria es un proceso que tiene que ver con la manera en que se encadenan los recuerdos. La memoria tiene también una dimensión pública en tanto existen políticas y otras maneras activas de construcción simbólica con las que las sociedades intentan dar sentido a su pasado, así como también formas colectivas de recuerdo que se generan de manera más o menos espontánea. Recordemos que, como decía Ernest Renan, el sentido de nación se construye a partir de memorias y olvidos selectivos. 

				Se pueden (y se deben) exigir criterios de validación y rigurosidad a la narrativa histórica, pero no se puede demandar lo mismo de los recuerdos que constituyen la memoria. Como señala Paul Ricoeur, mientras la historia se legitima en una pretensión de veracidad, la memoria lo hace sobre la de fidelidad. Sin embargo, el historiador puede utilizar recuerdos, propios o ajenos, como fuente para construir una historia o incluso tomar la memoria como su objeto de estudio. Estos recuerdos deben ser tratados de la misma manera, con el mismo rigor, y la misma actitud de perplejidad y escepticismo con la que se trata cualquier otra fuente histórica, puesto que ¿qué otra cosa es un archivo sino un repositorio de rememoraciones ajenas, personales o institucionales, cristalizadas en documentos? 

				Los autores de este volumen hemos hecho un esfuerzo consciente y deliberado para que así sea; es decir, hemos «exprimido» nuestros recuerdos de la misma manera que lo hacemos habitualmente, e hicimos en este caso particular, con documentos escritos o gráficos, y tenemos confianza en que esta articulación entre memoria e historia haya enriquecido el resultado final. Sin embargo, como se descubrirá a lo largo de la lectura de los textos, no es lo mismo historiar acontecimientos ocurridos medio siglo atrás (comienzo del periodo), sobre los cuales ya existe una abundante producción escrita, que hacerlo con otros que tienen menos de una década (fin del periodo), para los cuales los recuerdos propios y compartidos se entretejen con la investigación realizada con otro tipo de fuentes. Aunque, a diferencia del juez, el historiador no debe juzgar sino intentar «comprender» los hechos que narra, como se verá fácilmente, resulta a veces extremadamente difícil no emitir un juicio sobre hechos en los que se ha participado de manera más o menos directa.

				El análisis del pasado reciente introduce otros desafíos metodológicos porque, aunque sea desde una dimensión puramente empírica, «sabemos más» del pasado reciente que del lejano. Me atrevo a decir que cualquier ciudadano argentino «sabe más» acerca de la crisis que asoló el país en 2001 de lo que el historiador más erudito «sabe» de la Edad Media. Esto ocurre no solamente porque reconstruir el pasado lejano con fuentes siempre fragmentarias es una tarea de por sí sumamente dificultosa, sino además, y fundamentalmente, porque para hacerlo se requiere un esfuerzo por introducirse en un mundo completamente diferente, con formas de entender la realidad y matrices conceptuales absolutamente distintas: una suerte de «país remoto», lo que no es el caso con el pasado más reciente, en el cual se fue conformando nuestra propia subjetividad. Como contrapartida, se puede argumentar que el análisis de un pasado cercano, en el cual el propio historiador estuvo personalmente involucrado, puede dificultar la obtención de una visión de conjunto de los procesos que se observan. En el extremo, recordemos a Fabrizio, el personaje de La cartuja de Parma de Stendhal, que luego de haber combatido como soldado en la batalla de Waterloo, sólo se enteró de la importancia histórica de los episodios en los que había participado a partir de narrativas ajenas. Su propio involucramiento lo había llevado a tener una mirada muy parcial de los hechos. 

				Como en todo trabajo histórico, independientemente de la etapa que se trate, la periodización introdujo dificultades metodológicas. La presente colección está organizada por décadas, aunque difícilmente pueda sostenerse que los hechos y procesos relevantes comienzan puntualmente en los años que terminan en cero. Si bien palabras como década y siglo son de uso cotidiano, y habitualmente constituyen formas más o menos adecuadas de organizar las narrativas históricas, las mismas deben ser tomadas más en un sentido metafórico que real y, en todo caso, no debe perderse de vista que el corte que marcan es absolutamente arbitrario y convencional. Así, por ejemplo, cuando se habla de «los sesenta», o «los sixties», como se los ha dado a llamar, se estaría remitiendo a un núcleo de significaciones marcadas por una serie de procesos que irían desde la Revolución Cubana, pasando por la guerras anticolonialistas en África, las rebeliones juveniles y los movimientos contraculturales, la Guerra de Vietnam, los movimientos antirracistas, el Mayo francés y la Revolución Cultural china, para culminar, al menos en América Latina, con la ola represiva desencadenada en los tempranos años setenta. Por lo tanto, podría decirse que la «década del sesenta» se extendería desde 1959 hasta 1973 o 1976, tratándose de (parafraseando a Eric Hobsbawm) una «década larga». Para el caso particular de la Argentina, sin embargo, algunos analistas, tales como Oscar Terán, han sostenido que la «década del 60» o «los años sesenta» comenzarían con el derrocamiento del gobierno de Juan Perón en 1955 y concluirían en 1966 con otro derrocamiento, el del gobierno de Arturo Illia, que daría lugar a un «bloqueo tradicionalista» de las tendencias modernizantes existentes y de las prácticas políticas. ¿Qué sentido tiene, entonces, hablar de una «década» que comienza un año antes de lo que debería y termina tres o seis años después, pero que en la Argentina empezaría con un adelanto de cinco años y terminaría con otro de cuatro? 

				Claudia Gilman, en su libro sobre los intelectuales latinoamericanos durante los sesenta, introduce el concepto de «épocas» o «momentos» como forma de periodización. Estas épocas estarían definidas como «un campo de lo que es públicamente decible y aceptable». Podríamos decir, entonces, que una época se caracterizaría por una visión particular del mundo y las consecuencias que eso tiene en la producción, no sólo de discursos, imágenes y símbolos, sino también de acciones concretas. ¿Cómo explicar, por ejemplo, la proliferación de grupos armados revolucionarios sobre fines de los años sesenta, si no se tuviera en consideración que en ese momento la Revolución (así, con mayúscula) parecía no sólo posible, sino inminente, como muestran Vicente Palermo en «La vida política» y Mónica Beatriz Gordillo en «Población y sociedad»? 

				Desde luego, pensar en épocas o momentos no implica creer que la historia se manifiesta de manera homogénea, ni que «todos» los miembros de la sociedad compartan de la misma manera una visión del mundo dada. Los militantes de izquierda difícilmente compartían una Weltanschauung (o cosmovisión) con los militares que se proponían exterminarlos. Sin embargo, lo que sí compartían era un lenguaje, un universo semántico. Cuando se hablaba de revolución, se sabía muy bien de qué se trataba exactamente, aunque unos quisieran acelerarla y otros evitarla a cualquier precio. Y tanto para unos como para otros estaba claro que la violencia, y no los procedimientos institucionales democráticos, era una de las formas posibles (podemos decir privilegiada) para obtener sus objetivos. De la misma manera, siguiendo con la política argentina, luego de 1955 el peronismo era vivido como un problema por casi toda la sociedad, simpatizantes y detractores, «peronistas» y «gorilas» (forma en que los primeros se referían a los antiperonistas); un problema del que había que dar cuenta de una manera u otra; esto también definió una época. 

				Sin embargo, tampoco conviene pensar las épocas como si fueran bloques que se mantienen idénticos a sí mismos. El tiempo pasa y se van produciendo matices y transformaciones en los universos simbólicos que definen cada momento. No se pensaba el mundo igual en 1960 que en 1970 y, sin embargo, uno encuentra suficientes continuidades a lo largo de esos años como para poder formular la hipótesis de que se está hablando de la misma época, al menos si miramos algunas dimensiones del proceso histórico. Al mismo tiempo, la historia no se desarrolla de manera sincrónica en todos los niveles de la interacción social. Es por eso que, como veremos, los autores de los capítulos del presente volumen optan por formas diferentes de periodizar el marco temporal aunque, como también se verá, las coincidencias son muchas.

				Siguiendo con esta manera de conceptualizar el desarrollo histórico de la Argentina, sin embargo quisiera formular la hipótesis de que, dentro del marco temporal cubierto por este volumen, y de manera muy general, sería posible distinguir dos grandes periodos. El primero comenzaría un poco antes de 1960 —en realidad en 1955— con el derrocamiento del gobierno de Juan Perón, y se cerraría entre 1973 y 1976 con la segunda experiencia de gobierno peronista y el subsecuente derrocamiento de la viuda de Perón, María Estela Martínez, conocida como Isabelita, en un episodio que daría comienzo a la más sangrienta dictadura militar que sufrió el país durante el siglo XX. Ese periodo estaría marcado por los procesos que se desarrollaban a nivel internacional, mencionados anteriormente, y que impactaron en la política y la cultura locales. Sin embargo, en la Argentina, todo esto se vio coloreado por el «hecho peronista», por la perenne inestabilidad política, y por los sucesivos altibajos de la economía que se analizarán en detalle en los capítulos respectivos. Sólo como muestra, en los veintiún años que van de 1955 a 1976 se desempeñaron catorce presidentes entre civiles y militares, mientras que el promedio de duración de los ministros de Economía se limitó a un año, como señala Marcelo Rougier. Esta inestabilidad fue producto en parte de la imposibilidad de darle un lugar al peronismo (proscrito, junto con su jefe exiliado, hasta 1973) dentro del espacio político y, por otro lado, de una desconfianza hacia la democracia compartida por buena parte de la sociedad, al tiempo que se producía una creciente radicalización política. 

			  El segundo periodo de nuestra historia estaría definido por la dictadura militar y la redemocratización posterior hasta el año 2000. ¿Por qué considero pertinente poner dentro de la misma unidad cronológica a la dictadura monstruosa inaugurada en 1976 y al proceso de transición y consolidación de la democracia? Fue a partir de la experiencia sangrienta de la dictadura, que marcó los cuerpos y las mentes de los argentinos, cuando se resemantizaron, gradual pero rápidamente, una serie de cuestiones que se arrastraban desde décadas anteriores, mientras aparecían otras que no habían estado en el horizonte de lo pensable. Preocupaciones por la democracia, el pluralismo, los derechos humanos, la memoria colectiva, así como la recolocación del peronismo en el espacio político, son temas que de alguna manera vinculan a ambos periodos, dictadura y democracia, tan oscuro uno, tan lleno de incertidumbres y, sin embargo, comparativamente tan luminoso el otro. Lo mismo puede decirse de una concepción particular de Estado, el Estado desarrollista, que fue desmontado por la dictadura y terminado de destruir por el gobierno de Carlos Menem en los años noventa. Como veremos, sin embargo, cada autor matiza esta periodización —que, insisto, es una hipótesis de trabajo— de acuerdo con las características de los procesos particulares que reconstruye en su narrativa.

				El periodo abarcado por este libro, por lo menos hasta la década de 1990, podría definirse como de primacía de lo político. Fue desde los avatares de la política desde donde se pensaban la cultura y la economía, y, como muestra Mónica Beatriz Gordillo en «Población y sociedad», es imposible concebir la sociedad de la Argentina de esos años sin hacerlo a partir del conflicto social que también era político. Es por eso que el capítulo sobre política proporciona una especie de «narrativa maestra» para el periodo.

				Vicente Palermo, a lo largo de «La vida política», analiza los avatares del complicado y cambiante panorama político del periodo. La caída de Perón produjo revanchismo por parte de quienes habían sido excluidos por el régimen depuesto y, al mismo tiempo, expectativas positivas por el futuro posible del país. La situación, en rigor, no podía ser más paradójica. El mismo gobierno de la autodenominada «Revolución Libertadora», surgido de un golpe militar, es recordado como el que dio origen al mejor y más democrático periodo que vivió la universidad en la Argentina. Se promovió la cultura en todas sus formas, y se crearon instituciones estatales para el desarrollo de la investigación científica y tecnológica. Sin embargo, se trató del mismo gobierno que, por primera vez en el siglo XX, fusiló a militares y civiles por motivos políticos y en nombre de una supuesta democracia. 

			  El capítulo «La vida política» nos cuenta la historia de la imposibilidad de generar un Estado creíble y eficiente a lo largo de cuatro décadas. Durante los años sesenta y setenta el problema giraba alrededor del comportamiento de una serie de actores políticos. Por una parte, la corporación militar se había autoatribuido un papel tutelar sobre el sistema político argentino, papel que sólo abandonaría para hacerse cargo lisa y llanamente del gobierno de la nación como ocurrió en 1966 y, de manera más brutal, diez años más tarde. El segundo actor relevante era el peronismo, encarnado en un Perón obsesionado a lo largo de sus 18 años de exilio por retornar al poder a cualquier costo. El tercer protagonista de la historia es lo que se comenzó a llamar la «burocracia sindical», que en los años sesenta estuvo asociada a una concepción del peronismo que intentaba excluir al propio Perón. Sobre finales de la década aparecen nuevos actores que ocuparían un lugar central: los grupos armados revolucionarios, formados en general por jóvenes de clase media, los más importantes de los cuales combatían en nombre de su visión particular del peronismo, al que veían como la única alternativa revolucionaria posible para la Argentina. La violencia política se instaló como un elemento central de la cultura política argentina. Esta violencia se exacerbó con la vuelta de Perón en 1973, cuando la izquierda y la derecha peronista combatían a mano armada en una guerra de exterminio mutuo. La muerte de Perón y la incompetencia y derechización del gobierno de su viuda y sucesora sólo contribuyeron a profundizar el caos.

				La sangrienta dictadura establecida en 1976 no sólo asesinó y torturó a una cantidad aún indeterminada de personas, forzando al exilio a muchas otras, sino que generó una reconceptualización del Estado. El establecimiento de políticas de corte neoliberal, como se explica en el capítulo «La vida política», era una parte constitutiva no sólo de la política económica, sino de la lucha antisubversiva que constituyó la raison d’être del régimen militar. 

				La dictadura militar se autodestruyó en lo político —sus fracasos incluyen la única derrota militar que sufrieron las armas argentinas en un conflicto internacional— y, en lo económico, exacerbó el perenne problema inflacionario, pero además endeudó al país hasta niveles inéditos y destruyó buena parte de su base industrial. En su debacle arrastró al propio Estado, que quedó destrozado. 

				La restauración democrática vino de la mano de un programa de refundación de la República y de las enormes expectativas generadas por el gobierno radical de Raúl Alfonsín. Las bases de este programa refundacional estaban dadas por la consolidación de la institucionalidad democrática y por una política de derechos humanos sin precedentes en el mundo, que incluyó el enjuiciamiento de los comandantes militares que habían liderado la dictadura. Sin embargo, la corporación militar mostró sus dientes, lo que, sumado a la crisis económica y a una fuerte oposición peronista, provocó el desmoronamiento de todo el proyecto. El gobierno de Carlos Menem, que dominó la década de 1990, implicó el surgimiento de un populismo de corte neoliberal. Menem, peronista, desmontó toda la herencia del Estado peronista. Como se señala en el capítulo «La vida política», Menem intentó quebrar la incompatibilidad existente entre partido mayoritario y grupos de poder económico. El resultado de sus políticas fue acelerar la destrucción del Estado. 

				¿Debe considerarse negativo todo el balance de la época? La consolidación de la democracia, que salió airosa de la crisis hiperinflacionaria que tuvo lugar entre 1989 y 1991, y de la debacle político-económica del 2001, fuerza a matizar el diagnóstico, lo mismo que la instalación del asunto de los derechos humanos como tema central en la cultura política argentina.

				La historia que cuentan Diana Tussie y Melisa Deciancio sobre la inserción de la Argentina en el mundo es un poco menos sombría que el relato sobre la política, aunque su final es igualmente incierto. Desde que, a partir de la década de 1930, la Argentina dejó de ocupar un lugar entre los países de mayor crecimiento del mundo, nos dicen las autoras, se fue conformando en el imaginario colectivo un sentimiento de nostalgia por los tiempos idos en lo que concierne al lugar que le corresponde al país en el mundo. Sin embargo, durante el periodo abarcado por este volumen la Argentina, a pesar de su declinación relativa respecto de sus vecinos, parece haber seguido, cierto que con luces y sombras, un derrotero bastante coherente en lo que se refiere a sus relaciones con el resto del mundo y, sobre todo, con la región.

				Tal como ha ocurrido con otros países latinoamericanos, luego de la quiebra del modelo agroexportador que vinculaba a la Argentina fuertemente a Europa y, particularmente, tras el fin de la II Guerra Mundial y durante la Guerra Fría, el lugar del país en el mundo se ha definido principalmente por su relación con Estados Unidos (con una mayor o menor independencia relativa) y por los vínculos que logró desarrollar con los otros países de la región, en particular con sus vecinos y competidores Brasil y Chile. 

				La tradicional política de independencia que el país había mantenido respecto de la potencia del norte ha tenido un precio a veces demasiado alto, puesto que un intento de acercamiento a Cuba fue uno de los factores que le costó la presidencia a Arturo Frondizi en 1962; y luego, la cancelación de contratos petroleros y la negativa a avalar la invasión estadounidense a la República Dominicana apresurarían la caída de otro presidente constitucional, Arturo Illia, en un momento en que las relaciones internacionales estaban profundamente ideologizadas.

				Durante las décadas que se analizan, la Argentina ha mostrado interés en lograr una integración con otros países de la región, y también con los del eje sur-sur. Esto se potenció con la llegada de Perón al gobierno por tercera vez en 1973. Actualizando su vieja idea de «tercera posición», Perón hizo ingresar al país en el Movimiento de Países No Alineados en septiembre de ese año. Con esto también se buscaban aliados para una antigua reivindicación argentina, que provocaría, en 1982, y ya bajo la dictadura militar, una guerra con Gran Bretaña: la soberanía sobre las islas Malvinas. Al mismo tiempo se llegó a varios acuerdos con el Brasil sobre la utilización de recursos naturales que descomprimieron la situación, siempre complicada, con ese país. También durante esos años se produjo una apertura comercial hacia Cuba y hacia países del bloque del Este.

				Sin embargo, y a pesar de los esfuerzos realizados, el lugar de la Argentina en el mundo —aunque en la visión que se ofrece en este volumen no es tan dramática como suele ser descrita— sufrió una importante declinación. En 1960 el país participaba con el uno por ciento del comercio internacional, proporción que se redujo a la mitad veinte años después. 

				La dictadura militar afectó también a las relaciones exteriores de la Argentina. Entre 1976 y 1983 el país estuvo a punto de llegar a la guerra con Chile por un conflicto limítrofe que se resolvería pacíficamente por intercesión del Papa y que se concluiría definitivamente durante la democracia; y llegó a la guerra con Inglaterra, lo que terminó fortificando los vínculos con otros países latinoamericanos —incluyendo a Cuba, cuyo régimen político era, paradójicamente, demonizado por el gobierno militar que, al mismo tiempo, buscaba su apoyo—. Por otro lado se organizaron siniestras redes represivas transnacionales como la llamada «Operación Cóndor», por la cual las fuerzas armadas de países del Cono Sur gobernados por dictaduras militares colaboraban en la tarea de la represión y el asesinato de opositores. Al mismo tiempo, Argentina proveyó de armas y asesoramiento a los rebeldes nicaragüenses seguidores de Anastasio Somoza, que se levantaron en armas contra el gobierno sandinista que lo depuso. 

				Mientras tanto los objetivos de integración con América Latina seguían en pie y se firmaron tratados en ese sentido. El resultado fue que para 1980 las exportaciones de la Argentina hacia países pertenecientes a la Asociación Latinoamericana de Integración, de reciente creación, llegaban a constituir un cuarto de las exportaciones totales, mientras aquellas destinadas a los tradicionales mercados europeos habían caído entre 1960 y 1980 del 60 por ciento al 25 por ciento.

				Por lo tanto, es posible decir que en el momento de la restauración democrática la Argentina estaba relativamente bien integrada en América Latina, integración que se profundizó cuando la «ola democrática» fue abarcando a los distintos países del continente. Cada vez más los sucesivos gobiernos democráticos fueron apoyándose en la ONU y en otros organismos multilaterales para intentar obtener sus objetivos, como por ejemplo la resolución de la cuestión de las islas Malvinas. Pero, como se indica en el capítulo «Argentina en el mundo», el énfasis en el multilateralismo fue posibilitado por la preexistencia de unas densas redes de relaciones institucionalizadas entre los países latinoamericanos que se desarrollaban en foros tales como la Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), el Banco Interamericano de Desarrollo (BID), la Asociación Latinoamericana de Libre Comercio (ALALC), y posteriormente la Asociación Latinoamericana de Integración (ALADI) que reemplazó a la anterior, entre otros, en los cuales Argentina tenía una activa presencia. 

				Sin embargo, los gobiernos democráticos tuvieron que enfrentar otro tipo de problemas heredados de la dictadura, tales como la deuda externa, que pasó a ser una preocupación central de todos los gobiernos establecidos a partir de 1983. Esto convirtió al Fondo Monetario Internacional en un interlocutor privilegiado a nivel internacional, aunque la Argentina seguiría participando de otros foros internacionales creados para negociar la deuda externa en condiciones más favorables, así como también para oponerse a la política sostenida por Estados Unidos en Centroamérica y el Caribe durante el gobierno de Ronald Reagan. En síntesis se puede decir que la Argentina democrática defendió el multilateralismo con mayor o menor éxito.

				En lo que respecta a la integración latinoamericana, el logro mayor tal vez haya sido el establecimiento del Mercado Común del Sur (Mercosur), junto con Brasil, Uruguay y Paraguay. El resultado fue un espectacular incremento del comercio regional, particularmente con el Brasil.

				Es posible que el punto de ruptura más claro en las relaciones exteriores de la Argentina ocurriera durante el gobierno de Carlos Menem. Frente a la política más o menos independiente (y en abierta confrontación en muchos casos) que el país había llevado a cabo con Estados Unidos, Menem buscó un alineamiento automático con la potencia del norte, lo que en palabras de su pintoresco canciller, Guido Di Tella, fue descrito como «relaciones carnales». Vinculado a una fantasía de pertenencia al «primer mundo», el objetivo era convertir al país en un socio privilegiado de Estados Unidos, lo que en parte se consiguió (a costa de renunciar a cualquier atisbo de una política exterior independiente) al ser designada la Argentina como aliado extra-OTAN. Es éste el motivo por el que el país se retiró del Movimiento de Países No Alineados, al tiempo que se ratificaron tratados que habían sido considerados inaceptables hasta hacía muy poco tiempo atrás, tales como el de No Proliferación Nuclear. A cambio de eso, Estados Unidos levantó las restricciones existentes para la compra de armas mientras que los ciudadanos argentinos pasaron (por un tiempo) a ocupar el selecto club de aquellos que podían visitar a la potencia del norte sin necesidad de obtener un visado. Pero estas fantasías de recuperar para la Argentina un lugar entre las potencias de Occidente se vieron categóricamente desmentidas con la crisis de 2001. 

				El capítulo «El proceso económico» es tal vez el que presenta el panorama más desolador sobre la evolución del país. Durante el periodo tomado como un todo, la Argentina mostró un desempeño no solamente irregular sino además sumamente débil comparado con otros países del mundo y, en particular, con otros de la región, creciendo en promedio a una modestísima tasa del 2,7 por ciento anual entre 1960 y el 2000. Durante doce de los veintiséis años que van de 1976 a 2002 la Argentina vivió en depresión económica, y solamente entre 1998 y 2002 el país perdió el 20 por ciento de su Producto Bruto Interno, ostentando de esta forma el cuarto lugar en el ranking mundial de las mayores caídas de la historia del siglo XX. Más tristes todavía son los indicadores de distribución del ingreso y de PBI per cápita. 

			  Pero si la declinación se puso en evidencia a lo largo del periodo como un todo, el capítulo sobre economía nos muestra que el mismo puede ser dividido en dos subperiodos bien diferenciados: uno que iría desde 1960 hasta el inicio de la dictadura establecida en 1976 (o incluso un año antes) y otro desde ese momento hasta el final del mismo. En ambos subperiodos las (cambiantes) limitaciones estructurales impusieron restricciones al crecimiento. Fueron, empero, la inestabilidad política y las irregulares políticas económicas aplicadas los factores que parecen haber constituido el mayor freno para un crecimiento sostenido. En este sentido puede decirse que también en lo que respecta a la economía los problemas han sido en buena medida autoinfligidos, porque el desempeño de la economía argentina estuvo sobredeterminado por las políticas económicas seguidas de manera cambiante por los sucesivos gobiernos.

				Marcelo Rougier muestra que la conversión de lo que serían crisis cíclicas más o menos controlables a una situación que, paradójicamente, podría ser descrita como de crisis permanente se produjo a partir de 1975 o 1976 con la instauración de políticas de corte neoliberal, que provocaron un cambio profundo en el modelo de acumulación. De un modelo que, con matices, podría ser caracterizado como de corte «desarrollista», cercano en muchos puntos a las ideas promovidas por la CEPAL, se pasó a otro caracterizado por una profunda apertura de la economía, complementada por un fuerte proceso de desindustrialización, un sobredimensionamiento del sector financiero, un desmantelamiento del Estado, y la generación de una deuda externa incontrolable, todo esto acompañado de un fuerte proceso inflacionario que en más de una oportunidad terminó en una hiperinflación, y del surgimiento de un nuevo y grave problema: un desempleo estructural con sus terribles consecuencias sociales. Al igual que en otros países latinoamericanos, durante los noventa la Argentina profundizó el modelo neoliberal cuyas restricciones terminaron desencadenando la terrible crisis de 2001.

				Desde el punto de vista de los desarrollos sociales, Mónica Beatriz Gordillo muestra cómo, en relación con los cambios estructurales y demográficos que fue sufriendo la sociedad argentina a lo largo de los cuarenta años bajo análisis, diferentes actores y demandas ocuparon el espacio público condensando los contenidos principales del conflicto social y otorgando características específicas a la dinámica de la sociedad. Para esto considera tres periodos también definidos por acontecimientos políticos. El primero, caracterizado como de «modernización social y movilización» comenzaría en 1960 (en rigor cinco años antes, con la caída de Perón) y terminaría con la vuelta del mismo al gobierno en 1973. El segundo periodo, que iría desde la muerte de Perón y el ascenso al gobierno de su viuda y vicepresidenta en 1974 hasta la restauración democrática de 1983, es calificado como de «desmovilización y disciplina social». Finalmente el tercer periodo, «de la movilización ciudadana a la socialización en la exclusión», iría desde la restauración democrática hasta la crisis de 2001. 

				Durante el primer periodo se produce un rápido proceso de modernización que se advierte tanto en la economía y en la cultura como en la sociedad; modernización que fue vinculada al proyecto desarrollista compartido, aunque desde perspectivas y con énfasis distintos, por los sucesivos gobiernos. Así, la instalación de nuevas industrias intensivas en el uso de capital en distintos lugares del interior del país desde fines de los años cincuenta redefinió patrones de inmigración interna y aceleró el proceso de urbanización. Pero lo que definió el periodo fue la creciente radicalización de los actores sociales y las maneras en que se vinculaban entre sí. Durante los años sesenta se produjo un desdoblamiento del aparato sindical entre aquellos más pragmáticos y dispuestos a negociar para conservar su lugar, y otros sectores más radicalizados y dispuestos a ejercer una resistencia más activa contra la represión estatal, ubicados sobre todo en la provincia de Córdoba. Una división semejante se dio también dentro de los sectores empresariales, entre aquellos vinculados a la tradicional Unión Industrial Argentina y aquellos otros más cercanos a los proyectos populistas del peronismo, agrupados en la Confederación General Económica, que establecieron vínculos más cercanos con los sindicatos obreros. Otro actor relevante, que convergería con los trabajadores en el episodio que se dio a conocer como el «Cordobazo» de 1969, fue el estudiantado universitario, cada vez más activo a pesar (o tal vez como consecuencia) de las políticas represivas llevadas a cabo por la dictadura militar establecida en 1966. 

				A lo largo de este periodo el conflicto social se manifestaría a través de una serie de movimientos violentos que se desarrollaron fundamentalmente en la ciudad de Córdoba y Rosario en la que, como se dijo, convergieron los sectores más radicalizados del sindicalismo con los estudiantes movilizados. Estos movimientos forzaron por un lado la partida del general Juan Carlos Onganía del gobierno y, por otro, la búsqueda de una salida democrática para la crisis política que de alguna manera incluyera al peronismo y que culminaría con las elecciones de 1973. 

				El segundo subperiodo analizado coincide con un momento de detención del crecimiento económico y un deterioro de las condiciones de vida de los sectores obreros debido a los aumentos de precios, producto de un proceso inflacionario cada vez menos controlable. Esto puso un freno a los activos movimientos interprovinciales de población del periodo anterior. En el sector rural se produjeron importantes cambios tecnológicos y estructurales que, aunque generaron una importante expansión de la producción del sector, así como también la especialización de ciertos cultivos tales como la soja, no generaron un nivel de empleo que requiriera la movilización de población hacia las zonas rurales. Durante el periodo, Gordillo observa una continua caída del empleo y del salario real, sobre todo a partir de 1975, aunque el desempleo sólo llegaría a niveles alarmantes bastante después. También se observa una concentración progresiva del ingreso. Pero lo que caracteriza al momento es la rápida desmovilización de la sociedad debido a las políticas cada vez más represivas aplicadas por los gobiernos, las que llegarían al paroxismo de la brutalidad luego de 1976. Sin embargo, fue durante la dictadura cuando aparecieron otros actores sociales, como los organismos de derechos humanos y, sobre todo, las Madres de Plaza de Mayo, que agregarían una nueva dimensión a la resistencia frente a la opresión. 

				El tercer periodo se abre con la necesidad de reconstruir un país dejado en ruinas por la dictadura y al mismo tiempo redemocratizar todas las instituciones públicas en un contexto heredado de desindustrialización y concentración de los ingresos. Durante los años noventa, y debido a la aplicación salvaje de políticas neoliberales, el desempleo, que antes había sido un fantasma, se convirtió en una realidad escalofriante, alejando a la Argentina (en dramático contraste con los discursos oficiales) cada vez más del primer mundo y terminando de sumergirla en el tercero. Actores que anteriormente habían tenido un rol protagónico, como los sindicatos, fueron perdiendo fuerza, en parte por las políticas aplicadas por el gobierno de Menem y en parte porque los desempleados adquirían un protagonismo como grupo social que nunca antes habían tenido, en un país donde tradicionalmente el empleo era más o menos estable y cuya sociedad, por lo tanto, y a diferencia de otros países de la región, no había desarrollado las redes de solidaridad adecuadas para hacer frente al fenómeno de la desocupación. El resultado de este proceso doloroso ha sido el surgimiento de nuevas formas de sociabilidad y movilización, tales como los piqueteros y los cortes de ruta.

				Finalmente, desde el ámbito de la cultura, y dada la naturaleza del tema, se ha optado por otra forma de organizar su narrativa, dividiendo su capítulo en líneas o problemas en vez de hacerlo siguiendo un orden cronológico y tomando, además, un ejemplo particular —un «caso»—, para ilustrar cada uno de los procesos que se analizan. Este capítulo se desarrolla siguiendo una preocupación central, que es la relación entre la cultura, la política y los intelectuales a lo largo del periodo. Las cinco líneas en las que se concentra el capítulo son: en primer lugar, lo que podría caracterizarse como el momento «posperonista» abierto en 1955 y que abarca toda la década siguiente en la que «el problema peronista» se convirtió en una obsesión tanto para intelectuales como para actores políticos. El peronismo no era conceptualizado solamente como un problema político sino que además devino en un problema «gnoseológico», algo que requería una explicación que era siempre esquiva. El «caso» que ilustra esta línea de problemas es la revista Contorno, en rigor publicada antes del periodo cubierto por este volumen, puesto que su último número salió en 1959, pero que abrió una línea de acercamiento al peronismo y, más en general, a los problemas vinculados a las relaciones entre la cultura, la política y el lugar de los intelectuales, que tendría importantísimas proyecciones en los años siguientes. 

				La segunda línea analiza el rápido proceso de modernización cultural abierto también luego de la caída de Perón pero asociado a políticas tomadas durante su gobierno, tales como la expansión del sistema educativo de nivel medio y superior, que generaron un público educado y próspero con nuevas expectativas de consumo de bienes culturales y materiales. De esta manera, por ejemplo, se constituyó un público lector que consumía los productos originados en una renovada industria editorial también en expansión. Nuevos productos y saberes, tales como el psicoanálisis, adquirieron una difusión inédita aun comparada con otros países del mundo. Pero este movimiento dinámico de renovación entró en crisis sobre finales de la década de 1960 debido al contexto de fuerte polarización y politización que sufrió la Argentina, el cual, en el área de la cultura, se manifestó en una creciente incompatibilidad (o al menos así era percibida) entre una militancia revolucionaria vivida cada vez más como un imperativo, y una autonomía de las actividades intelectuales y artísticas. El ejemplo o caso elegido para ilustrar este problema es el Instituto Torcuato Di Tella, una institución emblemática de la década de 1960 dedicada a promover el arte de vanguardia y la investigación en ciencias sociales, que cayó víctima de las condiciones que vivía el país. 

				La tercera línea trata los vínculos entre el Estado y la cultura. Luego de la caída de Perón, el Estado inició una serie de políticas de promoción cultural en todos los ámbitos. Las universidades públicas, y en particular la de Buenos Aires, se convirtieron más que nunca en centros de producción y circulación de conocimientos. Por otro lado se crearon numerosas instituciones oficiales para la promoción de las artes y las ciencias. Sin embargo, estas políticas de fomento cultural entraban muchas veces en contradicción con la existencia de mecanismos de censura tanto durante los gobiernos militares como los civiles. El ejemplo utilizado para ilustrar estos desarrollos es el de dos proyectos editoriales llevados a cabo por la misma persona: Boris Spivacow. El primer caso, la Editorial Universitaria de Buenos Aires, se trató de un emprendimiento financiado por el Estado; mientras el segundo, el Centro Editor de América Latina, en buena medida continuación del anterior, se trató de una empresa enteramente privada y con características diferentes. 

				La cuarta línea desarrolla el proceso de consolidación e institucionalización de nuevos saberes sobre la sociedad, lo que se vincula fuertemente con la modernización universitaria. Desde fines de los años cincuenta se crearon carreras y programas de ciencias sociales «modernas» que también fueron en algún momento conceptualizadas como un nuevo tipo de herramientas para comprender el peronismo. Sin embargo, la evolución de estas nuevas formas de comprender la sociedad se enfrentó con las consecuencias de la politización que sufría el cuerpo estudiantil y la sociedad en general, y coexistía con otras formas de pensar la sociedad asociadas a lo que se comenzó a llamar el «pensamiento nacional». La revista Los Libros, publicada entre 1969 y 1976, proporciona un buen ejemplo de las tensiones inherentes al proyecto de generar saberes autónomos sobre la sociedad en ese contexto particular.

				Finalmente, la quinta línea de análisis del capítulo «La cultura» focaliza en los cambios introducidos en el campo cultural por la dictadura y el ulterior proceso de democratización. Se analiza, sobre todo, la reconceptualización del lugar de los intelectuales y de los mecanismos de consagración y legitimación en el interior de un campo intelectual fuertemente afectado por la dictadura, así como también sus secuelas visibles en algunos casos hasta el día de hoy. La publicación Punto de Vista, que fue fundada en 1978 y concluyó su actividad treinta años después, ilustra los procesos que se intentan analizar. 

				La lectura del presente volumen revelará una historia llena de altibajos (podría decirse con más bajos que altos) que termina con el momento de incertidumbre actual, en el que la tensión tocquevilliana entre igualdad y libertad parece presentarse con brutal claridad. Sin embargo, y no es un dato menor, se puede entrever un final feliz. Luego de muchas décadas (muchas más de las que cubre este volumen) de inestabilidad y violencia política, la Argentina, como esperamos que sea el caso del resto de América Latina, parece haber ingresado en un camino que suponemos, y deseamos, irrevocable, de democracia y respeto por los derechos humanos. El desafío ahora tiene que ver con lograr generar otra vez una sociedad más inclusiva, pero esta vez en libertad. 

			

			

		

	
		
			
				La vida política
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				El legado dilemático del régimen peronista

				 

				La década peronista estuvo dominada por la lógica de la exclusión y el aliento de principios de legitimidad incompatibles. Los antiperonistas, que abrevaban en la larga tradición del liberalismo argentino —de cuño positivista más que democrático republicano—, no aceptaron jamás la legitimidad del gobierno surgido sorpresivamente de las urnas en 1946. Los peronistas, por su parte, alentaron una noción «unanimista» de la expresión popular e «integralista» de la nación, de modo tal que consideraban a los no peronistas como un residuo oligárquico y antinacional. Ambos situaban, en la práctica, los principios de legitimidad política que los movían por encima del pacto constitucional que reconocían formalmente. Los antiperonistas eran heterogéneos: estaban los liberales —para quienes sólo ellos mismos tenían competencia para gobernar el país— y los demócratas —para quienes el gobierno peronista era incurablemente fascista—; pero durante la década peronista ésta fue una diferencia menor. Ya los peronistas, sobre todo hacia el final de su década de gobierno, se encargaron de avanzar en su impulso hacia la comunidad organizada, no sólo confirmando su vocación totalitaria a los ojos de los demócratas sino también socavando sus propias bases de gobierno al ahuyentar a las columnas de la nación católica (militares y sacerdotes), sin lo cual la coalición antiperonista jamás habría podido triunfar en 1955.

				Depuesto Perón, los antiperonistas encontraron plausible regresar a las prácticas represivas y de acceso condicionado a la representación política —ya no mediante el fraude, sino mediante la proscripción—, abundantemente empleadas en el pasado. Apenas semanas después de los apoteóticos festejos espontáneos que siguieron a la retirada de Perón, los militares, presionados por la Junta Consultiva, compuesta por representantes de los partidos políticos, desplazaron al primer presidente, el general Eduardo Lonardi. Para el general Pedro Eugenio Aramburu, su reemplazante, el peronismo no era más que una aberración que había que extirpar de la conciencia nacional. Los efectos a largo plazo del revanchismo de la Revolución Libertadora fueron catastróficos; suprimido el régimen peronista, eclipsado (muchos creían que definitivamente) el ascendiente político de Perón, proscrito el peronismo como fuerza política (durante años hasta el léxico justicialista estuvo oficialmente prohibido, y el general exiliado sólo podía ser mencionado en la prensa como tirano prófugo), restaron los sindicatos como única estructura organizada sobreviviente al derrumbe del antiguo régimen.

				La ofensiva antiperonista contra los trabajadores alcanzó sus organizaciones y los ámbitos de producción. Pero el frente antiperonista terminó por reconocer su impotencia para borrar la influencia peronista en el mundo del trabajo, casi junto con la admisión complementaria de que la humillación sistemática no había hecho más que abonar la identificación popular con el peronismo: en 1957, con la precaria normalización de la Confederación General del Trabajo, nacían las 62 Organizaciones Peronistas (destinadas con el tiempo a ser calificadas de columna vertebral del movimiento nacional justicialista). No obstante, las disidencias del frente antiperonista giraban no sólo en torno a qué hacer con los peronistas sino también al futuro deseado para la Argentina.

				Sobrevinieron intentos moderadores —los gobiernos de Arturo Frondizi y luego de Arturo Illia— ante la alarmante evidencia de que el peronismo, en lugar de desaparecer, se fortalecía como identidad popular, pero el daño ya estaba hecho. En perspectiva puede decirse que la suerte de esos intentos estaba echada de antemano. Sin embargo, la presidencia de Arturo Frondizi (1958-1962) estuvo acompañada por una expectativa optimista: la confianza en el futuro argentino y la viabilidad de la democracia no estaban conmovidas. En los sectores militares surgían dudas sobre la persistencia del peronismo y el comportamiento errático y oportunista de los partidos políticos, pero la mayoría de los militares consideraba que era mejor mantener distancia de la escena política central, ejercer una función moderadora, y corregir las desviaciones que apartaran la política de un sobrio sistema representativo.

				 

				El fracaso del desarrollismo

				Frondizi era un antiguo y prestigioso dirigente de la Unión Cívica Radical que había optado por separarse del tronco principal de su partido para fundar la Unión Cívica Radical Intransigente. Subió al gobierno con un programa nacionalista (que en buena medida revertiría durante su mandato) y desarrollista. Por otro lado, propugnaba la reintegración del peronismo en el sistema político argentino. Buena parte de sus votos provinieron del peronismo y fueron obtenidos a partir de un pacto secreto que firmó con Perón, por entonces exiliado en Caracas. Frondizi había interpretado la patética experiencia de la convención constituyente de 1957 —donde el voto en blanco ordenado por Perón en la elección para convencionales mostró la persistencia política del peronismo— como un indicio de que, por mucho que se dispusiera dejar a los peronistas fuera del juego electoral, el número de los que querían votar a ese grupo era demasiado grande como para ignorarlo. Creyó posible llegar al gobierno y gobernar mediante un pacto secreto con Perón, pero la magnitud de su triunfo electoral fue vista con sospecha por los militares y los radicales (que confiaban aún en desperonizar a las masas). De modo que, tras el optimismo y el entusiasmo, Frondizi arrancó con un grave problema de legitimidad ante aquellos que se creían custodios del legado de la Revolución Libertadora.

				Muchísimos jóvenes, en especial de los sectores medios universitarios que respiraban el renovado aire de la autonomía recuperada, habían respaldado con gran optimismo el proyecto desarrollista. Pero cuando Frondizi posibilitó la creación de universidades privadas (lo que beneficiaría sobre todo a la Iglesia católica), también ellos se sintieron traicionados. La decisión de Frondizi tuvo más que ver con cálculos que con convicciones: percibía los nubarrones que se acumulaban contra su gobierno y procuró dividir a la oposición intentando acercarse a la Iglesia. Pero si el presidente dividió el antiperonismo, dividió en verdad lo que ya estaba dividido, mientras alienaba bases sociales y culturales medias y juveniles que lo acompañaban.

				Con los sectores populares y el mundo sindical los problemas de Frondizi no fueron menores; la modernización económica impulsada tenía dos dimensiones principales, y en ambas su política resultaba vulnerable. Una de ellas hacia al mundo del trabajo, donde Frondizi cumplió parte de su «pacto» con Perón al promulgar la Ley de Asociaciones Profesionales —que fortalecía a los dirigentes sindicales reconociendo sólo una unidad negociadora por rama de actividad—, pero como contrapartida esperaba que los sindicalistas acompañaran con una disciplina laboral, la modernización y la racionalización económicas consustanciales a la nueva etapa desarrollista. Esto no ocurrió; la rebeldía de las bases sindicales, galvanizada en la experiencia de resistencia durante los años de la Revolución Libertadora, no amainó y sólo fue quebrada represivamente. Y aunque los sindicalistas más experimentados eran conscientes de la irritación militar contra Frondizi, una línea dura sindical sería una constante del juego.

				La otra dimensión de la modernización desarrollista se conjugó con este problema. A contramano de sus postulados nacionalistas previos, Frondizi estableció contratos de perforación petrolera, e impulsó la radicación de emprendimientos siderúrgicos y automotrices con capital extranjero. Retomaba los tímidos pasos de Perón a fines de su gobierno, pero el hecho de que éste no hubiera logrado entonces avanzar en ese camino facilitó ahora una lectura sesgada por parte de los peronistas que inscribieron al desarrollismo en un registro imperialista. En ello fueron acompañados por los partidos democráticos, en particular por los radicales.

				Frondizi se encontraba así jaqueado por los cuatro costados. No obstante, el legalismo militar era aún lo suficientemente vigoroso como para que las fuerzas armadas no transpusieran el umbral de los planteamientos ante el presidente. Estos planteos estaban enteramente reñidos con la letra y el espíritu de la Constitución; nada de constitucional tenía el papel de guardianes fuera de escena que los militares se reservaban para sí mismos.

				Poco antes de ser denunciado por Perón como traidor en junio de 1959 por haber supuestamente violado el pacto, Frondizi, bajo presión militar, designó al liberal Álvaro Alsogaray ministro de Economía, quien se encargó de ejecutar un programa económico ortodoxo. La mixtura de rigor macroeconómico con modernización desarrollista acaso no fuera irracional en arreglo a los manuales en uso. Pero, en el ya enrarecido entorno político y social argentino, el año cerró con el impresionante resultado de más de diez millones de días laborales perdidos en razón de las protestas contra empleadores y gobierno. Al año siguiente Frondizi puso en vigencia el Plan de Conmoción Interna del Estado, de innegable efectividad represiva, que otorgó a las fuerzas armadas jurisdicción en la lucha contra los disturbios internos.

				Mal que bien, los convenios sindicales firmados en 1960 y 1961 apuntalaron la autoridad de los dirigentes en el área de las plantas fabriles; el monitoreo militar sobre el presidente se atenuó provisoriamente y Frondizi removió a Alsogaray. La prueba decisiva del gobierno fue en marzo de 1962: el peronismo fue autorizado a participar en elecciones para gobernadores y legisladores. Contra las expectativas, acaso ingenuas, del presidente, los peronistas ganaron cinco gobernaciones. Cae por su propio peso que Frondizi no tenía margen para consagrar el resultado electoral y la presión militar lo forzó a anular las elecciones y a intervenir las provincias en las que el peronismo había resultado triunfador. Frondizi ya estaba políticamente liquidado pero los militares nuevamente se dividen entre aquellos favorables a derrocarlo y «tomar el poder», y aquellos proclives a destituirlo «constitucionalmente». También el principal partido opositor, el Radical, estaba desgarrado entre quienes odiaban más a los peronistas que los golpes inconstitucionales, y quienes odiaban más los golpes que a los peronistas. 

				A fines de marzo Frondizi fue destituido de facto y arrestado, pero los malabares entre la Corte Suprema y el presidente del Senado le confirieron al desplazamiento un viso legalista aunque no muy decoroso. El sueño desarrollista, la promesa de una gran síntesis modernizadora entre democracia y crecimiento económico, se había deshecho demasiado rápido. Lo peor es que había puesto de manifiesto la gravedad de los dilemas en los que el desenfrenado impulso por peronizar la nación, por un lado, y el revanchismo antiperonista, por el otro, habían metido de cabeza a la política argentina.

				 

				 

				Los militares 

				 

				Durante los diez años siguientes a la caída de Frondizi, los dilemas derivados de la antinomia peronismo-antiperonismo se expresarían dentro mismo de las fuerzas armadas, en cuyo seno las facciones, el fanatismo ideológico y la ciega fe en la necesidad de soluciones cada vez más radicales campearían por sus fueros. Pero esta transformación sería gradual. La crisis del desplazamiento de Frondizi y su sucesión por José María Guido como presidente provisional permitió el afloramiento de dos bandos, que retomaron las líneas de oposición entre legalistas y golpistas anteriormente esbozadas: los azules —inclinados a mantener el orden constitucional y reforzar la tutela militar sobre el mismo— y los colorados —antiperonistas a ultranza y proclives a la reimplantación de una dictadura «provisional» y «democrática»—. La configuración inicial del gobierno de Guido expresó una transacción con predominio azul; los colorados aceptaron esa forma de continuidad institucional y ocuparon a cambio puestos estratégicos en el gobierno. 

				Se trataba apenas de una tregua. Durante la gestión de Guido, los militares llegaron a las manos dos veces en menos de un año, con un impacto traumático para los azules, que resolvieron que su política de tutela sobre el sistema representativo podría mantenerse sin llevar a las fuerzas armadas a nuevos enfrentamientos al precio de excluir a los peronistas del juego. Vetaron, por tanto, el esquema de incorporación tutelada del peronismo al sistema político concebido por Guido. 

				El radicalismo tradicional (ahora rebautizado Unión Cívica Radical del Pueblo, UCRP) contribuyó, por acción tanto como por omisión, al hundimiento de esta sensata propuesta, y se preparó rápidamente para las elecciones, donde con el binomio Arturo Illia-Carlos H. Perette obtuvo el 25 por ciento de los votos. El voto en blanco promovido por el peronismo alcanzó el 20 por ciento.

				 

				El extravío de la democracia

				Resultaba claro que el nuevo barco político había sido botado con el agua apenas por debajo de su línea de flotación. En el campo militar las distintas facciones parecían velar sus armas, y los vetos recíprocos sólo les habían permitido reeditar precariamente la tutela sobre lo que sería un segundo, y sincero, intento civil moderador. En el campo civil no había fuerzas que encontraran motivos para aproximarse cooperativamente al presidente. Los peronistas tenían escasos incentivos para contener sus exigencias de cualquier tipo, y la reedición de las proscripciones había hecho ganar terreno a los sectores más duros y combativos: el inocultable caudal electoral peronista y su vigor sindical hacían de la proscripción un mecanismo insostenible a medio plazo.

				Pero el telón de fondo no era menos sombrío. No sólo los uniformados comenzaban a extraer conclusiones antidemocráticas sobre las dificultades para resolver la cuestión peronista, sino que ahora también numerosos sectores sociales y políticos empezaban a descreer del sistema representativo. Esta pérdida de fe en la democracia no encontraba sus raíces exclusivamente en el problema peronista; se alimentaba, asimismo, de una lectura de la experiencia desarrollista presidida por Frondizi que corroboraba la incompatibilidad entre la democracia y la superación del subdesarrollo económico. Y el contexto internacional ayudaba poco: la preocupación por la «amenaza comunista» y la doctrina de la seguridad nacional diseminada desde Estados Unidos vendrían de perlas a militares y civiles que poco precisaban para ser convencidos de aquello en lo que ya creían. Era la seguridad, y ya no la democracia, la condición necesaria para el desarrollo.

				Arturo Illia comenzó su gestión anulando los contratos petroleros firmados por Frondizi, por estar convencido de que el país no precisaba de ellos para autoabastecerse (el autoabastecimiento petrolero resultante de los contratos era próximo al 95 por ciento), pero sobre todo para señalar que el radicalismo, a diferencia de los desarrollistas, cumplía sus promesas en lugar de traicionar. Sin embargo, el desagrado de los inversionistas extranjeros fue menos relevante que la confirmación, para los sectores vinculados al autoritarismo tecnocrático en formación, de que el nacionalismo económico de los políticos era enemigo del desarrollo y por ende de la seguridad. Y no fue que Illia se quedara de brazos cruzados; pero cada una de sus acciones contribuía a la formación de un consenso golpista que, en la radicalidad de su diagnóstico, era completamente inédito. Así, el significativo crecimiento económico de 1964 y 1965 no merecía ningún aprecio: a fines de 1965 se anunciaba para el año siguiente un menor crecimiento, lo que resultaba, para quienes querían así creerlo, una palmaria confirmación de la ineficacia del gobierno en particular y de la democracia en general para viabilizar el desarrollo. Sobre todo porque les resultaba artículo de fe que, con otra conjunción de condiciones políticas y orientaciones económicas, la Argentina estaría en condiciones de crecer muchísimo más.
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